
Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Resolución Nº   2312-2007-TC-S1

Sumilla:
Las contrataciones y adquisiciones del Estado deben observar los principios que las rigen y las normas correspondientes que garantizan el debido proceso, cuya aplicación no puede ser soslayada por el Comité Especial, más aún si los vicios detectados no permiten efectuar una evaluación sobre una base objetiva y razonable, afectando de modo determinante las normas de la materia.
                 Lima, 27 de Diciembre de 2007
Visto, en sesión de fecha 27 de diciembre de 2007 la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.° 3357/2007.TC, sobre el recurso de apelación interpuesto por el Postor Equipamiento Municipal del Perú S.A.C., contra la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH que declaró de oficio la nula la Licitación Pública N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2, convocada por la Municipalidad Distrital de Víctor Larco Herrera para la “Adquisición de 2 camiones compactadores y un cargador frontal”, oídos los informes orales llevados a cabo en Audiencia Pública de fecha 18 de diciembre de 2007; y atendiendo a los siguientes: 

ANTECEDENTES:
1. El 11 de setiembre de 2007, la Municipalidad Distrital de Víctor Larco Herrera, en lo sucesivo la Entidad, convocó a la Licitación Pública según relación de ítems N.° 1-2007/MDVLH con el objeto de adquirir 2 camiones compactadores y un cargador frontal, por un valor referencial de S/.1 368 950.00 Nuevos Soles, incluido el Impuesto General a las Ventas – IGV.  

2. El 20 de setiembre de 2007, se registró en el Sistema Electrónico de Contrataciones y Adquisiciones del Estado – SEACE la absolución de consultas y observaciones formuladas por los postores participantes.

3. El 21 de setiembre de 2007, se registró en el SEACE las Bases Integradas como reglas definitivas del presente proceso de selección. 

4. El 2 de octubre de 2007, se realizó el acto de presentación y apertura de propuestas. Asimismo, se llevó a cabo el acto de otorgamiento de la Buena Pro, siendo el postor adjudicatario de la Buena Pro del ítem 1 y 2 la empresa Equipamiento Municipal del Perú S.A.C., en adelante la empresa Equipamiento Municipal del Perú.  

5. El 22 de octubre de 2007, la Entidad a través de la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH declaró de oficio la nula la Licitación Pública según relación de ítems N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2, retrotrayéndolo a la etapa de la convocatoria, previa reformulación de las Bases, bajo los siguientes argumentos: 

a) En relación a los factores de evaluación establecidos en las Bases, el Informe de la Comisión revisora indicó que en lo referido a la experiencia del postor, el Comité Especial deberá modificar ese aspecto de las Bases, sujetándose a lo dispuesto por el artículo 65 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCm, en adelante el Reglamento. 
b) En cuanto a la revisión de las Bases Integradas por el Comité especial, se observa que la absolución de la observación presentada por la empresa DIVEIMPORT respecto al factor “Disponibilidad de servicio y repuestos” no ha sido integrada a las Bases, lo cual constituye una transgresión del artículo 117 del Reglamento antes citado. 
c) En uso de las facultades de fiscalización posterior por parte de la Entidad, con fecha 5 de octubre del presente año, el señor C.P.C. Dante Fernández Aliaga, Presidente del Comité  Especial remitió una carta al señor Nozomu Harada Ksemura, Gerente General de Mitsui Automotriz S.A. así como al señor Alvaro Figari, Gerente Comercial División Automotriz de Mitsui Automotriz, solicitando la confirmación de la información  presentada por la empresa Equipamiento Municipal del Perú S.A.C. Como resultado de dicha verificación, el 15 de octubre de 2007, la empresa al empresa MITSUI presentó una carta en la cual señaló que “ninguno de los documentos que mencionan en la carta, esto es: la supuesta autorización de distribución y el supuesto Certificado de calidad y fabricación, han sido expedidos por nuestra empresa, siendo las firmas falsas”. 

6. El 5 de noviembre de 2007, el Postor Equipamiento Municipal del Perú S.A.C., interpuso recurso de apelación contra la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH que declaró de oficio la nula la Licitación Pública N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2.

Los argumentos de su recurso de apelación son los siguientes: 

a) La justificación de la nulidad del proceso está relacionado con el hecho de que la empresa Mitsui Automoriz S.A. señaló que una supuesta autorización no fue emitida por ella, sin embargo, el Titular de la Entidad faltó a la verdad pues no mencionó que sí existe un documento relacionado a un Certificado de Calidad y Fabricación, firmado por el Gerente de Ventas y vehículos de dicha empresa.

b) El titular de la Entidad no consideró que existe en el expediente la Carta N.º 004-2007-CE/MDVLH de fecha 11 de octubre de 2007, firmada por el Presidente del Comité Especial de presente proceso de selección, mediante el la cual se retracta completamente y manifiesta su conformidad, dejando sin efecto cualquier malentendido respecto del documento que se citó como argumento para declarar nulo el proceso de selección por parte del titular de la Entidad, es decir, validó el documento que obra en su expediente. 

7. El 7 de noviembre de 2007, el postor Equipamiento Municipal del Perú subsanó su recurso de apelación. 

8. El 8 de noviembre de 2007, el Tribunal admitió el recurso de apelación interpuesto, respecto de los ítems 1 y 2. 

9. El 21 de noviembre de 2007, la Entidad remitió al Tribunal los antecedentes administrativos correspondientes y absolvió traslado del recurso de apelación interpuesto respecto de los ítems 1 y 2, solicitando que se declare infundado el recurso de apelación y se confirme la nulidad del proceso de selección indicado, bajo los siguientes argumentos: 
i. Se ha llevado el proceso de selección para la adquisición de dos camiones compactadores de residuo sólido de 15 m3 de capacidad mínima (ítem 1) y un cargador frontal de 160 HP mí1nima de potencia (ítem 2) otorgándose la Buena pro de ambos ítems a la empresa Equipamiento Municipal del Perú S.A.C.

ii. Las Bases establecieron en referencia a la experiencia del Postor, que ésta se acreditará de acuerdo al Anexo 3 “Experiencia del Postor”, el cual señala lo siguiente: “Se adjuntará mayor puntaje al Postor que oferte el mayor volumen de facturación (adjuntar facturas canceladas y acta de recepción de entrega) hasta cinco veces el valor referencial al resto de las propuestas, se calificará en forma proporcional desde el año 2006 se considera como unidad similar a camiones en general”.  (Sic) 
Como se aprecia el Comité Especial indicó que las ventas para acreditar la experiencia del Postor deben tener una antigüedad a partir del año 2006, lo cual resulta restrictivo para las empresas que puedan acreditar ventas que superan los dos años. En ese sentido, el Comité Especial debió haber adecuado la calificación de dicho factor de acuerdo al artículo 65 del Reglamento.  

iii. Se advierte que el Certificado de Calidad y Fabricación de MITSUI, el cual forma parte de la propuesta de la empresa Equipamiento Municipal del Perú fue suscrito por el señor Walter Fahine Navarro, Gerente de Ventas; sin embargo, el Certificado  de Calidad y fabricación presentado el 10 de octubre de 2007 es un documento firmado por el señor Walter Fachini N, Gerente de Ventas de Vehículos nuevos, estableciéndose diferencias sustantivas tanto en nombres y apellidos como en la firma, situación que fue debidamente corroborada mediante Certificado de inscripción emitido por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC). 

El 15 de octubre de 2007, la empresa MITSUI presentó un documento mediante el cual señaló que ninguno de los documentos que se mencionan en la carta remitida por el Comité Especial, referida a una supuesta autorización de distribución y un supuesto certificado de Calidad y fabricación, fueron expedidos por su empresa, siendo las firmas falsas.

iv. El Postor DIVEIMPORT presentó una observación a las Bases; sin embargo, se advierte que ésta no fue integrada en las Bases, hecho que transgrede el artículo 17 del Reglamento.

10. El 18 de diciembre de 2007, se llevó a cabo la Audiencia Pública.    

FUNDAMENTACIÓN:
1. Del análisis integral de los antecedentes descritos, este Colegiado es de la opinión que la materia controvertida que debe ser resuelta en el presente procedimiento impugnativo consiste en determinar si corresponde confirmar o no la decisión de la Entidad de declarar nula la Licitación Pública según relación de ítems N.° 1-2007/MDVLH mediante la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH.   

La Entidad justificó su decisión de declarar nulo el proceso de selección, primero, debido a que las Bases habían consignado en el factor “Experiencia del Postor” exigencias que restringen la participación de postores y que van en contra del artículo 65 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y, segundo, debido a que de la revisión de las Bases Integradas por el Comité Especial, se observa que la absolución de la observación presentada por la empresa DIVEIMPORT respecto al factor “Disponibilidad de servicio y repuestos” no ha sido integrada a las Bases, lo cual constituye una transgresión del artículo 117 del Reglamento antes citado. 

Como se aprecia, en rigor, la declaración de nulidad del proceso de selección hasta a la etapa de la convocatoria previa reformulación de las Bases, obedeció al hecho de que las Bases habían vulnerado el Reglamento. En ese sentido, corresponde determinar si dicha vulneración efectivamente se produjo.  
En relación con la nulidad de la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH
2. En relación con el primer argumento indicado en Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH,  que declaró nulo el proceso de selección, debemos citar lo que establece las Bases en el factor “Experiencia del Postor”:

“Se asignará mayor puntaje al postor que oferte el mayor volumen de facturación (adjuntar facturas canceladas y acta de recepción y/o entrega) hasta cinco veces el valor de referencia al resto de las propuestas, se calificará en forma proporcional desde el año 2006 se considera como unidad similar solo a maquinaria  para movimiento de tierra”. (Sic)
En el artículo 69 del Reglamento, se señala que una vez admitidas las propuestas, el Comité Especial aplicará los factores de evaluación previstos en las Bases y asignará los puntajes correspondientes, conforme a los criterios establecidos para cada factor. Asimismo, el artículo 72 del Reglamento, establece que en la etapa de la evaluación técnica el Comité Especial evaluará y calificará cada propuesta de acuerdo a las Bases.

Como se aprecia, tanto la Entidad como los postores se encuentran obligados a cumplir con lo establecido en las Bases. En ese sentido, la Entidad tiene el deber de calificar las propuestas conforme a los criterios objetivos de evaluación detallados en las Bases, las que deben ser congruentes con la adquisición a efectuar y deben apreciarse conforme a los principios que rigen las contrataciones y adquisiciones del Estado.
Precisamente, los principios de la contratación pública administrativa, son los elementos que el legislador ha considerado básicos para encauzar por un lado, los actos de los interesados, postores, adjudicatarios y contratistas del Estado y, por otro, de las entidades públicas licitantes y contratantes. Pero no se trata de una orientación meramente indicativa, sino de verdaderos  límites a la discrecionalidad de la Administración y a la libertad de los particulares dentro de las relaciones pre y post contractuales, de modo que permiten el control concurrente o posterior sobre su corrección, a través de la adecuación de sus principios
. 

En el caso concreto, el análisis consiste en determinar si el factor de evaluación “Experiencia del Postor” respeta uno de los principios consagrados en el artículo 3 de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, es decir, el principio de la libre competencia, el cual exige que en los procedimientos de adquisiciones y contrataciones se incluirán regulaciones o tratamientos que fomenten la más amplia y objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales. 

Como se observa, el hecho calificar únicamente aquellos documentos que acrediten experiencia  con dos años de antigüedad contados a partir de la fecha de presentación de propuestas limita la participación de postores que en su actividades económicas hayan acumulado una experiencia  tal que no solamente date de dos años. En razón de ello, es que el artículo 65 del Reglamento, en coherencia con el principio de libre competencia ha señalado que la experiencia de los postores se calificará considerando el monto facturado por el postor durante un período determinado no mayor a diez años a la fecha de presentación de propuestas. 

En el mismo derrotero de análisis, es necesario indicar que el artículo 25 de la Ley establece  que las Bases deben contener obligatoriamente  cuando menos, mecanismo que fomenten la mayor participación de postores en función al objeto el proceso y la obtención de la propuesta técnica y económica más favorable. Como se aprecia una regulación limitativa que impida la participación de un amplio número de postores no cumple el objetivo perseguido por dicho artículo.   

En conclusión, las Bases del presente proceso han vulnerado el artículo 25 de la Ley así como el principio de libre competencia, al haber restringido la participación de postores a partir de un factor que evalúe únicamente la experiencia llevada a cabo dentro de los dos años anteriores a la fecha de la presentación de propuestas, criterio restrictivo en tanto se niega la posibilidad de acreditar experiencias de mayor antigüedad. 
Atendiendo a lo expuesto, se verifica que las Bases trasgreden lo dispuesto por la Ley, motivo por el cual este Tribunal debe confirmar, en este extremo, la decisión de la Entidad de declarar nulo el presente proceso de selección se ajustó al artículo 57 de la Ley, por lo que debe retrotraerse el mismo a la etapa de convocatoria previa reformulación de las Bases, a fin que éstas se adecuen a lo dispuesto en el artículo 65 del Reglamento y a los principios contenidos en el artículo 3 de la Ley.   

3. Como segundo fundamento de la declaración de nulidad del presente proceso de selección, se indicó que de la revisión de las Bases Integradas por el Comité especial, se observa que la absolución de la observación no ha sido integrada a las Bases, lo cual constituye una transgresión del artículo 117 del Reglamento.

Para efectos del análisis de la presente controversia, debe citarse lo establecido en dicho factor: 

“Disponibilidad de servicio y repuestos
Para la obtención del puntaje deberá presentar licencia de funcionamiento del taller de repuestos y servicios además de adjuntar como mínimo dos facturas de repuestos y/o mantenimiento de la unidad ofertada con una antigüedad mayor a dos meses.” (Sic)
De la revisión de los antecedentes administrativos, se observa que la empresa DIVEIMPORT hizo la siguiente observación: “Se solicita al Comité Especial que aclare el concepto y a la vez determine qué información y documentación deberá acreditar para obtener el puntaje solicitado para este factor de evaluación, ya que las bases no presentan una información clara”. Ante la cual el Comité Especial absolvió respondió lo siguiente: “Declaración Jurada del Representante de la Empresa, indicando quien es su distribuidor autorizado para brindar los servicios y repuestos presentada por la empresa DIVEIMPORT respecto al factor “Disponibilidad de servicio y repuestos”.
Al respecto, cabe precisar que el artículo 117 del Reglamento establece que una vez absueltas todas las consultas y/o observaciones, o si las mismas no se han presentado, las Bases quedarían integradas como reglas definitivas y no podrán ser cuestionadas en ninguna otra vía ni modificadas por autoridad administrativa alguna, bajo responsabilidad del titular o de la máxima autoridad administrativa de la Entidad, según sea el caso. En los casos en que no se hubiere elevado al CONSUCODE el expediente respectivo, corresponde al Comité especial, bajo responsabilidad, integrar las Bases conforme a lo dispuesto en los plazos de absolución de consultas y absolución de observaciones, de lo contrario, el proceso de selección resultará inválido. 

En la perspectiva de lo anotado, se observa que el Comité Especial incumplió el deber de integrar las Bases, de acuerdo a lo absuelto en las observaciones formuladas por los postores, en ese caso, el Postor DIVEIMPORT,  pese a que éste observó estrictamente las exigencias y formalidades previstas en las Bases Administrativas y la normativa en materia de contratación pública para la presentación de observaciones a las Bases, situación que supone una trasgresión flagrante al Principio de Legalidad
, en virtud del cual las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas.

Como se observa, es de obligatorio cumplimento que el Comité especial al momento de integrar las Bases incluya todas las observaciones que fueron absueltas, a fin de que las Bases queden integradas como reglas definitivas del proceso de selección; sin embargo, el Comité Especial, de manera contraria, registro las Bases sin integrar la absolución de la observación planteada en el factor “Disponibilidad de servicio y repuestos”. 
Conforme a las consideraciones reseñadas, se observa que la Entidad ha incurrido en los vicios de nulidad relativos a la contravención de las normas legales y la prescindencia de las normas esenciales del procedimiento, a que se contrae el artículo 57 de la Ley, por lo que este Colegiado debe confirmar la decisión de la Entidad de declarar nula la Licitación Pública según relación de ítems N.° 1-2007/MDVLH (Primera Convocatoria) a través de la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH, debiendo retrotraerse hasta la etapa de convocatoria, previa reformulación y aprobación de las Bases conforme a la normativa que rige la contratación estatal. 
En consecuencia, debe declararse infundado el recurso de apelación interpuso por el Postor Impugnante contra la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH que declaró de oficio la nula la Licitación Pública según relación de ítems N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2, por los motivos expuestos. 

En relación a los sucesos acaecidos en el presente proceso de selección, este Tribunal considera que los hechos expuestos deberán ser puestos en conocimiento del Órgano de Control Institucional a efectos que en cumplimiento de sus funciones, adopte las medidas pertinentes.

          Falsedad de documentos

4. Finalmente, este Colegiado debe pronunciarse sobre lo señalado en la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH. En dicha resolución se indicó que la Entidad en uso de las facultades de fiscalización posterior efectuó la investigación correspondiente respecto de la documentación presentada por los postores participantes. Precisamente, el 5 de octubre del presente año, el señor C.P.C. Dante Fernández Aliaga, Presidente del Comité  Especial remito una carta al señor Nozomu Harada Ksemura, Gerente General de Mitsui Automotriz S.A. así como al señor Alvaro Figari, Gerente Comercial División Automotriz de Mitsui Automotriz, solicitando la confirmación de la información  presentada por la empresa Equipamiento Municipal del Perú S.A.C. 
Como resultado de dicha verificación, el 15 de octubre de 2007, la empresa MITSUI presentó una carta en la cual señaló que “ninguno de los documentos que mencionan en la carta, esto es: la supuesta autorización de distribución y el supuesto Certificado de calidad y fabricación, han sido expedidos por nuestra empresa, siendo las firmas falsas”. 

En efecto, de la revisión de la propuesta del Postor Equipamiento Municipal  del Perú, se aprecia en el folio 19 de su propuesta técnica que adjuntó el Certificado de Distribución de fecha 1 de octubre de 2007, en el cual se señala que “la empresa MITSUI Automotriz SA., en adelante MITSUI, representante oficial de la marca HINO en el Perú puso conocimiento del Comité Especial que la empresa Equipamiento Municipal  del Perú S.A.C. es su distribuidor oficial para la comercialización de camiones HINO”.  

Asimismo, en el folio 23 de la propuesta técnica la empresa MITSUI emite un Certificado de Calidad y Fabricación de fecha 2 de octubre de 2007, en el cual “(…) puso de conocimiento del Comité Especial que los camiones de la marca HINO de procedencia japonesa han sido sometidos a exigentes pruebas de calidad tanto de su estructura interna como externa”. 

Ambos documentos fueron firmados por el señor Walther Fahine Navarro, Gerente de Ventas de la empresa MITSUI. 

Cabe recordar que la presentación de propuestas fue el 2 de octubre de 2007; sin embargo, de manera posterior, es decir, el 10 de octubre de 2007, el Postor Equipamiento Municipal del Perú ingresó por mesa de parte de la Entidad un Certificado de Calidad y Fabricación, en cual indica que “la empresa Mitsui Automotriz S.A. es comercializadora de los camiones HINO en el Perú y que los camiones HINO son de procedencia japonesa, los cuales han sido sometidos a exigentes pruebas de calidad tanto en su estructura interna como externa”. (Sic)

Este Certificado fue firmado por Walter Fachini N. – Gerente de Ventas de Vehículos Nuevos; no obstante, el nombre y la firma de dicho señor, difiere notablemente de la firma contenida en los certificados presentados por el Postor Impugnante en su propuesta técnica. 

Precisamente, a fin de verificar si la información presentada por el Postor Equipamiento Municipal  del Perú es verdadera y auténtica, el Comité Especial solicitó información adicional a la empresa MITSUI, quien respondió el 15 de octubre de 2007 bajo los siguientes términos: “(…) ninguno de los documentos que menciona en la carta, esto es: la supuesta autorización de distribución y el supuesto certificado de calidad y fabricación, han sido expedidos por nuestra empresa, siendo las firmas falsas”. 

Posteriormente, el 30 de octubre de 2007 la empresa MITSUI remite al Tribunal una carta, en  la cual señaló que “Mitsui no es representante oficial de la marca HINO, y en consecuencia no estamos facultados para nombrar distribuidores. Dicha facultad le corresponde a la empresa Toyota del Perú,  quien es representante  en el Perú de las marcas Toyota e HINO. Mitsui Automotriz S.A. es un concesionario autorizado por Toyota del Perú S.A. Por otro lado, informamos a Uds. Que el señor Walter Fahine Navarro (su verdadero nombre es Walter Fachini Navarro), quien desempeña el cargo de sub gerente de ventas en nuestra empresa, no ha suscrito los documentos que indican, habiendo sido falsificada su firma. (…)”  (Resaltado nuestro) 
Como se observa, de la revisión de los documentos presentados por el Postor Equipamiento Municipal  del Perú y los presentados por la empresa MITSUI, hay elementos suficientes para concluir que los documentos presentados por dicho postor son falsos, toda vez que el emisor de los certificados presentados en su propuesta técnica – MITSUI - ha negado la veracidad y autenticidad de dichos certificados. 

Consecuentemente, ante la suma de medios y elementos actuados en el presente procedimiento impugnatorio, se concluye que dicha documentación resulta lo suficientemente objetiva y certera a efectos de crear convicción en este órgano colegiado, respecto de la afectación del principio de presunción de veracidad, que amparaba a los referidos documentos, la cual ha quedado totalmente desvirtuada. 

Conforme a las consideraciones detalladas precedentemente, este Tribunal no puede amparar la afectación de la presunción de veracidad que atañe a los documentos presentados por los postores, con el sólo argumento de una existencia de hecho de situaciones que se pretenden acreditar mediante documentos elaborados ex profeso como si fueran verdaderos. Tal como se ha sostenido en reiterados pronunciamientos de este Colegiado, la falsedad de un documento puede recaer o bien en su contenido, al referirse a un hecho inexistente, o bien en su forma al haber sido adulterados o creados para ser tenidos por auténticos.

En atención a este contexto y, considerando que en el presente caso se ha acreditado plenamente el falseamiento de la realidad de los hechos, con el objeto de obtener un beneficio indebido, corresponde dar inicio al respectivo procedimiento administrativo sancionador, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 294 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado.
5. En ese orden de ideas, cabe indicar que la determinación sobre la responsabilidad administrativa del citado postor respecto de los hechos descritos en los párrafos precedentes, deberá ventilarse en el procedimiento administrativo sancionador respectivo, el mismo que será analizado debidamente y en el cual se actuarán las pruebas del caso y se efectuarán los descargos correspondientes, en salvaguarda del derecho de defensa del administrado y del principio del debido procedimiento administrativo sancionador. 

   Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Carlos Cabieses López y la intervención de los Vocales Dr. Derik Latorre Boza y Dr. Víctor Manuel  Rodríguez Buitrón, de conformidad  a la conformación de la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado según lo dispuesto en la Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 54, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, el artículo 163 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, modificado por Decreto Supremo N.º 028-2007-EF y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo Nº 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad;
LA SALA RESUELVE:

1. Declarar INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el Postor Equipamiento Municipal del Perú S.A.C. contra la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH declaró de oficio la nula la Licitación Pública N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2, la cual fue convocada con el objeto de adquirir 2 camiones compactadores y un cargador frontal, retrotrayéndola a la etapa de la convocatoria, previa reformulación de las Bases, por los fundamentos expuestos.
2. Confirmar la decisión del Entidad contenida en la Resolución de Alcaldía N.º 821-07-MDVLH declaró de oficio la nula la Licitación Pública N.° 1-2007/MDVLH respecto de los ítems 1 y 2, por los motivos expuestos.

3. Ejecutar la garantía presentada para la interposición del recurso de apelación materia de decisión.

4. Iniciar procedimiento administrativo sancionador a la empresa Equipamiento Municipal del Perú S.A.C., por la causal de infracción prevista en el numeral 9) del artículo 294 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM. 

5. Poner en conocimiento del Órgano de Control Institucional de la Entidad la presente Resolución a efectos que en cumplimiento de sus funciones, adopte las medidas pertinentes.

6. Disponer la devolución de los antecedentes administrativos a la Entidad, la cual deberá recabarlos en la mesa de partes del Tribunal dentro del plazo de 30 días calendario de notificada la presente Resolución, por lo que deberá autorizar por escrito a la perronas que realizará dicha diligencia. De lo contrario, los antecedentes administrativos serán enviados al Archivo Central de CONSUCODE  para  su custodia por un plazo de seis (6) meses, luego del cual serán remitidos al Archivo General de la Nación, bajo responsabilidad.
Regístrese, comuníquese y publíquese.





            PRESIDENTE

                     VOCAL






VOCAL
ss.

Latorre Boza

Cabieses López 

Rodríguez Buitrón. 
� Morón Urbina, Juan Carlos: “Los principios inspiradores de la contratación administrativa y sus aplicaciones”. En: Revista Derecho y Sociedad, N.º 52. Pág. 191. 





� Recogido en el numeral 1.1 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley № 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General.
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